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habia sido presentado fuera del plazo de dos días naturales desde la
publicación del Acuerdo de la Junta Electoral de proclamación de
candidaturas en el «Boletín Oficial del Estado», plazo que establecen los
arts. 49.1 y 119 de la Ley Electoral; toda vez que la publicación se
produjo el día 30 de septiembre y no se presentó el recurso hasta el día
3 de octubre.

El recurrente denuncia en su escrito que el momentáneo cxtrayío,
por la Administración electoral, de algunas de las hojas en que
constaban las firmas le impidió recabar un mayor número y, a la vez,
subsanar los defectos advertidos, dada la brevedad del plazo; asimismo
alega que no coinciden las irregularidades que se le indicaron en trámite
de subsanación del art. 47.2 y las que finalmente llevaron a denegar la
proclamación de la candidatura. Por lo que atañe a la decisión judicial
dc declarar inadmisible el recurso contencioso electoral, se dice que se
ignoraba que el arto 49. ¡ de la Ley electoral hiciera referencia a días
natunilf'~ y que el día 2 de octubre er<1 domingo y, por umto. inháhil.

3. La Sala Segunda, Sección Cuarta, del Tribunal Constitucional,
por providencia de 10 de octubre de 1989, acordó conceder un plazo de
un día al recurrente para comparecer ante este Tribunal mediante
Procurador de Madrid y asistido de Abogado: formulando alegaciones
en el mismo plazo sobre la existencia de la posible causa de inadmisión
del recurso consistente en no haber agotado, en tiempo y forma, la vía
judicial previa, de acuerdo con el art. 43.1 de la Ley Orgánica del
Tribunal Constitucional.

Asimismo se dispuso entregar copia del recurso al Ministerio Fiscal
para que en idéntico plazo presentase escrito de alegaciones sobre la
causa de inadmisión indicada y, en su caso, sobre el fondo de la
pretension.

4. El Ministerio Fiscal, en escrito presentado el 11 de octubre de
19X9, interesa de este Tribunal la inadmisión del presente recurso. en
apliC:~¡'ión de lo dipucsto en el arto 50.1. a), en relación con el arto 43.1.
de la Ley Orgánica de este Tribunal y para el caso de que llegara a
formalizarse convenientemente la demanda de amparo. Así, en el
proceso previo se dictó un fallo de inadmisión a causa de la presentación
tardía del recurso contencioso-electoral, y la frustración de una impug·
nación judicial por su extemporaneidad equi\'ale <l no haber agotado la
vía judlCial (v. gr. ATC 466/1985). pues los órganos judiciales ordinanos
no han len ido ocasión de pronunciarse, previamente, sobre lo que luego
es objeto de la pretensión de amparo, tal y como exige el principio de
subsidiariedad que rige este proceso constitucional.

5. En cumplimiento de la providencia de esta Sala de 10 de los
corrientes mes y año, ya referida. se remitió comunicación telegráfica al
recurrente en amparo en el mismo día y en el sentido dicho de requerirle
para que en el plazo de un día compareciera por medio de Procurador
de Madrid y técnicamente dirigido por Letrado v poniéndole de
manifiesto la existencia de la posible causa de inadmisíón, despacho que
según comunicó el Gabinete de este Tribunal, en fecha 13 de octubre no
había sido entregado por encontrarse cerrado el domicilio que consta en
autos del recurrente y enviado aviso postal no había sido reclamado.
Ello motivó reiteración de la anterior comunicación telegráfica. en el
mismo día y a otra dirección que aparecía en autos, al parecer la de la
Sede la Agrupación electoral. no siendo ninguno de estos telegramas
c-ntregados en destino por estar ausente del domicilio el primero y ser
desconocido. en el segundo. Vistó lo anterior se practicó diligencia de
comunicación telefónica con el Juzgado de Guardia de La Coruña a fin
de que se practicara la notificación de la providencia referida, confir·
mada por el oportuno despacho telegráfico y se remitió asimismo
despacho de igual clase al Letrado que había llevado la representación
v dirección tecnica de la recurrente en el proceso contencioso·electoral
para que comunicara a la Agrupación dicha el contenido de la
providencia recaída.

El Juzgado de Guardia en cumplimiento del exhorto telegráfico
comunicó el día 14 por el mismo medio. que había sido ejecutada la
comunicación confcridn y el recurrente había presentado escrito por el
que solicitah:l la designación de Abogado y Procurador del turno de
oficio.

6. Transcurrido el plazo conferido, no ha tenido entrada hasta la
fecha en el Registro General de este TribunaL ni en el Juzgado de

26200 Sala Segunda. Sentencia 16811989. de 16 de octubre.
Recurso de amparo electoral 1. 95911989. Agrupaciones
Independientes de Canaria.s contra Resolución de la Junta
Electoral Pro"iJlcial de Sallla Cruz de Tenerife relativa a
proclamación de candidaturas al Congreso .JI ·al Senado.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. compuesta por don
Francisco Rubio Llorente, Presidente: don Antonio Truyo! Serra, don
Eugenio Díaz Eimil, don Miguel Rodríguez·Piñero y Bravo·Ferrer. don
José Luis de los Mozos y de los Moz05 y don Alvaro Rodríguez Bereijo.
Magistrados, ha pronunciado

Guardia de esta capital, según información telefónica interesada de éste.
escrito alguno al respecto. como se acredita por diligencia de esta fccha.

n. Fundamentos jurídicos

Unico. La Ley Orgánica dei Tribunal Constitucional establece, en
su ano 8U, que los legitimados para promover un recurso de amparo
han de hacerlo representados por Procurador y bajo la dirección de
Letrado, sin otra excepción que la de aquellas personas que. por tener
título de Licenciado en Derecho, se presume que están técnicamente
capacitados para asumir la defensa de derechos o intereses propios. El
especial recurso de amparo que contempla el arto 49.3 de la Ley
Electoral está también sometido a este condicionamiento (SSTC
69/1986 y 71/1986, entre otras), pues ello no repu~na a la necesaria
brevedad de su tramitación que resulta de su inserclón en un proceso
electoral todavía en curso.

El recurrente, en cambio, no ha acreditado su condición de Licen­
ciado en Derecho y ha comparecido ante este Tribunal sin satisfacer
estas exigencias de postulación procesal y defensa. que son condiciones
de procedibdidad previas al mIsmo enjUICiamiento del recurso y de sus
condiciones de admisibilidad.

En la encuesta regulación que el arto 49, apartados 3.° y 4.°, de la
Ley Electoral contiene del proceso de amparo contra la proclamación de
candidaturas y candidatos, no se prevé un trámite de subsanación; no
obstante, este Tribunal ha ofrecido al recurrente un plazo de un día para
subsanar dichas omisiones, plazo cuya brevedad viene impuesta por la
naturaleza perentoria y peculiar del amparo electoral en el que todo el
proceso debe resolverse en tres días. una vez deducidas las alegaciones
procedentes por el Ministerio Fiscal, según el arto 49.4 de la Ley
Electoral y el art. 6 del Acuerdo del Pleno del Tribunal Constitucional
de 23 de mayo de 1986 sobre tramitación de estos asuntos. Sin embargo,
d recurrente ha dejado transcurrir este plazo sin proceder a efectuar las
designaciones de Procurador y Letrado que se le requerían.

Ep estas circunstancias, la no comparecencia del solicitante de
amparo dentro del plazo concedido y con los requisitos de procedibili­
dad legalmente exigibles. impide la tramitación del recurso haciéndolo
inadmisible. Dada la naturaleza del recurso de amparo electoral, la
perentonedad de sus plazos y la naturaleza del interés público que el
proceso electoral implica es claro que no puede atenderse la solicitud de
designación de Abogado y Procurador de oficio, que por lo demás,
tampoco ~e ha formalizado ante este Tribunal.

A mayor abundamiento la misma conclusión se alcanza por el hecho
de que el solicitante de amparo no ha ofrecido razón alguna que
desvirtúe la apariencia de que su demanda adolece de la causa de
inadmisión qUe se indicaba en nuestra providencia del pasado 10 de
octubre, originada en la falta de agotamiento de la vía judicial previa.

La existencia de los mencionados defectos que en el trámite
ordinario habrían de ser considerados como causas de inadmisión,
obligan en este caso a la desestimación del recurso intentado.

FALLO

En atención a todo lo expuesto el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACiÓN
ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el amparo solicitado por la Agrupación electoral S.O.S.
Arde Galicia.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial de! EstadQ)).

Dada en Madrid a dieciséis de octubre de mil novecientos ochenta
Y' nueve.-Francisco Rubio Lloreme.-Antonio Truyol Serra.-Eugenio
Diaz Eimil.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer.-José Luis de los
Mozos y de los Mozos.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Firmados y ru­
bricados.

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente
SENTENCIA

En el recurso de amparo electoral mimo 1.959/1989, promovido por
Agrupaciones Independientes de Canarias, representada por el Procura­
dor de los Tribunales don José Pedro Vila Rodríguez y asistida por el
Abogado don Pablo Matos Mascareño. respecto de la Resolución de la
Junta Electoral Provincial de Santa Cruz de Tenerife de 29 de septiem­
bre de 1989. relativa a proclamación de candidaturas al Congreso de los
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Diputados y al Senado. Ha intervenido el Ministerio Fiscal y ha sido
Ponente el Magistrado don Eugenio Díaz Eimil. Quien expresa el parecer
de la Sala.

L Antecedentes

L El día 10 de los corrientes mes y año tuvo entrada en este
Tribunal un escrito del Procurador don José Pedro Vila Rodríguez por
el que se ratifica en el presentado ante el Juzgado de Guardia de Santa
Cruz de Tenerife, en fecha 7 de octubre del presente año, y por medio
del cual su representada, Agrupaciones Independientes Canarias. mani­
festaba interponer recurso de amparo electoral contra Resolución de la
Junta Electoral Provincial de Santa Cruz de Tenerife de 29 de septiem­
bre de 1989. Estima vulnerados los arts. 14, 23 Y24 de la Constitución.

De la exposición de la pretensión de amparo y documentos aporta­
dos con ella, aparecen los siguientes hechos:

El día 12 de septiembre próximo pasado. las Agrupaciones Indepen·
dientes de Canarias presentan, por medio de su representante legal, un
escrito en el que solicitaba autorización para hacer figurar, junto a cada
candidato al Congreso de los Diputados y Senado, las siglas del partido
insular a que perteneciera. La razón era que la Federación de Agrupacio­
nes Independientes de Canarias está integrada por diversas Agrupacio­
nes Políticas de carácter insular.

El siguiente día 13 de septiembre, la Junta Electoral Central tomó el
acuerdo de acceder a la solicitud formulada.

A pesar de la autorización acordada por la Junta Electoral Ceritral,
la Junta Electoral Provincial de Santa Cruz de Tenerife dictó en 29 de
septiembre Acuerdo contrario al que había adoptado su superior
jerárquico y denegó a SU" representada el derecho de hacer figurar, junto
al nombre de cada candidato al Congreso de los Diputados y al Senado,
las siglas de la Agrupación Insular a las que perteneciera.

Contra tal Acuerdo, la Entidad solicitante de amparo acudió a la vía
contencioso-electoral con la pretensión de que se anulase el acuerdo de
la Junta Electoral Provincial de Santa Cruz de Tenerife. La Sala de lo
Contencioso-Administrativo de Santa Cruz de Tenerife dictó Sentencia
el 5 de octubre actual declarando en su fallo la desestimación del recurso
«por ajustarse a Derecho el acto impugnado».

2. La Sección Tercera, por providencia de 10 de los corrientes,
acordó recabar de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de Santa
Cruz de Tenerife el envío de las actuaciones correspondientes previo
emplazamiento de las partes en el procedimiento contencioso.

3. Recibidas las actuaciones en este Tribunal, se acordó entregar al
Ministerio Fiscal las mismas para que en el plazo de un día presente su
escrito de alegaciones.

4. El Ministerio Fiscal, ante el Tribunal Constitucional, presentó
escrito de alegaciones en el que manifiesta que procede declarar la
nulidad de las resoluciones impugnadas y reconocer el derecho de los
candidatos a que en sus listas electorales puedan hacer constar, tras su
nombre, las siglas del partido político de que proceden, integrados en la
Federación recurrente, conforme al art. 46.7 de la Ley Electoral que
autoriza la singularización de los independientes y de los coaligados,
porque de contrario se produciría la vulneración del derecho de acceso
a cargo público reconocido en el 'arto 23 de la Constitución, que sería el
implicado en el caso.

5. Por escrito presentado ante este Tribunal el día 13 de los
corrientes, el Procurador don José Luis Granizo García Cuenca, por
medio de poder notarial suficiente, se personó en el presente recurso de
amparo en nombre y representacion del Partido Socialista Obrero
Español, a virtud del emplazamiento efectuado por la Sala de lo
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Cana­
rias e impugnó el recurso de amparo electoral deducido, alegando, en
síntesis, que la Entidad recurrente en amparo es un partido político y no
una coalición o federación electoral, por lo que le está vedado por
el LOREG, y que la Federación de Agrupaciones Independientes de
Canarias es Entidad distinta del partido político recurrente en amparo
electoral y que aquélla no ha llegado a presentar candidatura para las
presentes elecciones. De otra parte, se alega que el Procurador señor Vila
ha comparecido con poder otorgado por la Federación de Agrupaciones
Independientes de Canarias, pero no del Partido Agrupaciones Indepen­
dientes de Canarias, por lo que carece de poder de éste e incurre el
recurso en una causa de inadmisibilidad, y suplica, en consecuencia, su
inadmisión o. en su caso, la desestimación del recurso interpuesto.

11. Fundamentos jurídicos

1. El representante del Partido Socialista Obrero Español, persa-.
nado en el recurso de amparo, plantea la existencia de una causa de

.inadmisión de la demanda que, en cuanto tal, ha de tratarse con carácter
previo, puesto que, en caso de prosperar, impediría pronunciarse sobre
el fondo de la 'cuestión suscitada. Mantiene el representante del PSOE
que el Procurador que interviene en el presente recurso en nombre de
las Agrupaciones Independientes Canarias no posee poder otorgado por

éstas. sino por la Federación de las Agrupaciones Independientes
Canarias. organización que no se corresponde con la anterior.

Respecto de esta objeción conviene precisar que lo que en ella se
plantea va mucho más allá de la existencia de un error material de
postulación, constituyendo uno de los problemas básicos del fondo de
la cuestión la naturaleza de la formación política que sustcnta la
candidatura recurrente. En consecuencia, pronunciarse sobre la causa de
inadmisión denunciada es tanto como entrar en el fondo del asunto, tal
y como posteriormente se verá.

2. Para adentrarse en la cuestión planteada procede, en primer
Jugar, centrar correctamente el amparo solicitado para facilitar con ello
su resolución. La demanda se dirige contra la Sentencia que confirmó la
legalidad del acuerdo adoptado por la Junta Electoral Provincial de
Santa Cruz de Tenerife; ahora bien, al menos parte de las supuestas
vulneraciones de derechos denunciadas, de existir, serían imputables
directamente al citado acuerdo, tal y como señala el Ministerio Fiscal,
por lo que el objeto central del recurso es el acto de la administración
electoral.

Por otro lado, hay que señalar que las cuestiones de legalidad
planteadas, así como la supuesta vulneración del arto 103 de la
Constitución, no son atendibles en amparo, ya qUe este recurso se ciñe
con carácter general a la protección de los derechos fundamentales
reconocidos por los arts. 14 a 29 de la Constitución, además de la
objeción de conciencia del art. 30, lo que, como ya señalara este
Tribunal en su STC 71/1986, no ha quedado alterado, ni podía quedar
alterado por el legislador al regular una modalidad específica de recurso
de amparo como es el electoral.

3. Asi centrado el objeto del recurso, puede entrarse ya a analizar
las distintas vulneraciones de derechos fundamentales denunciadas.
Comenzando por la queja de discriminación en la aplicación de la ley,
ésta no es atendible. Independientemente del acierto o corrección de la
interpretación realizada del arto 46.7 de la Ley Orgánica de Régimen
Electoral General (LOREG), tema sobre el que posteriormente se
volverá. pretende la recurrente que la distinta aplicación realizada por
la Junta Electoral Central y la Junta Electoral Provincial de Gran
Canaria, por una parte, y por la Junta Electoral Provincial de Santa Cruz
de Tenerife, confirmada por la Sentencia de la Sala de lo Contencioso·
Adminístrativo, por otra, ha supuesto una discriminación. Se~ún

reiterada doctrina de este Tribunal, uno de los requisitos para realizar
la comparación que toda discriminación en la aplicación de la Ley lleva
implícita es la identidad del órgano; en el presente caso resulta obvio Que
pretenden compararse decisiones de órganos de naturaleza y ámbito de
actuación distintos, por 10 que, dificilmente puede existir discriminación
alguna.

4. Pero, además de lo anterior, debe señalarse que, desde el punto
de vista formal, la interpretación realizada del art. 46.7 de la LOREG
por los órganos citados no es distinta. la Junta Electoral Central llevó a
cabo una interpretación analógica del precepto en el sentido de entender
que la posibilidad existente para las coaliciones de adjuntar al nombre
del candidato las siglas del partido del que forma parte puede extenderse
a las Federaciones de partidos; ni la Junta Provincial de Santa Cruz,
primero, ni la Sentencia que confirmó su resolución, después, dicen lo
contrario; su decisión se basa en un dato fáctico: la certificación
expedida por el Registro de Partidos señaló que las Agrupaciones
Independientes Canarias constituían un partido, no una coalición o una
federación de partidos. Sin entrar ahora en enjuiciar la certidumbre o no
de ese dato, o si era posible otra interpretación, lo cierto es que dicha
certificación ha servido para motivar una decisión que resolvía un
supuesto de hecho distinto del que fue sometido, en su día, a consulta
de la Junta Electoral Central.

5. Por lo Que respecta a la denuncia de vulneración del art. 24 de
la Constitución, hay que indicar que, al margen de su cita, poco aporta
la demanda a la hora de concretar en qué ha podido consistir dicha
vulneración. La cuestión central sometida tanto a la Junta Electoral
Provincial, como a la jurisdicción contencioso-administrativa es la de si
era o no aplicable el art. 46.7 de la LOREG a la candidatura actora.
Tanto la Administración electoral como la Sala de lo Contencioso­
Administrativo, han resuelto motivada y razonablemente la cuestión
ante ellos debatida, con independencia de que la formación política
recurrente comparta o no esas decisiones o, incluso, con independencia
de que fueran posibles otras interpretaciones de la legalidad aplicada.

6. Queda por analizar la existencia o no de vulneración del arto 23
de la Constitución por parte de la Junta Electoral Provincial de Santa
Cruz de Tenerife. La demanda apenas desarrolla la posible existencia de
esta vulneración. Sí lo hace, en cambio. el Fiscal, que sostiene que el
derecho de acceso a cargo público del art. 23 se ve afectado por la
decisión impugnada, ya que en dicho derecho ha de incluirse «el de
concurrir a una convocatoria electoral con las señas de identidad propias
de cada partido».

Se$ún reiterada doctrina de este Tribunal, el art. 23.2 de la
ConstItución garantiza el derecho de sufragio pasivo, de acuerdo «con
los requisitos que señalen las leyes», tal y como señala literalmente el
propio precepto (STC 61/1987, por ejemplo). La interpretación de esos
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FALLO

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado y, en consecuencia,

Reconocer el derecho a que, junto a los nombres de los miembros de
la Candidatura de lB:s Agrupaciones Independiente~ d~ Canarias, f.iguren
las siglas de los partIdos a los Que pertenezcan los mdlCados candIdatos.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estadm~.

Dada en Madrid a dieciséis de octubre de mil novecientos ochenta
y nueve.-Francisco Rubio Llorente.-Antonio Truyol Serra.-.Eugenio
Díaz Eimil.-Miguel Rodríguez·Piñero y Bravo·Ferrer.-José LUIS de los
Mozos y de los Mozos.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Firmados y rubrica­
dos.

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
ESPANOLA.

Canarias son una Federación de Partidos; en etecto, según consta en la
copia de la resolución de inscripción en el Registro de-Panidos realizada
en 1986, lo inscrito fue la «Federación Regional de Agrupaciones
Independientes de Canarias», aunque dicha inscripción se realizara
como lo único que era formalmente posible: como partido. En el mismo
documento se hace referencia a la existencia de otros partidos que dan
vida a la federación y que se encuentran inscritos como tales antes del
nacimiento de, ésta. En la misma línea algunos de los documentos que
constan en las actuaciones (consulta dirigida a la Junta Electoral CeQtral,
por ejemplo), ponen de manifiesto el carácter de federación de la
organizaCión recurrente y su actuación como tal. La misma petición que
se realizó a la Junta Electoral Provincial evidencia el que se trata de una
federación; en efecto, según se desprende de las actuaciones, junto a la
petición referida a las siglas de los partidos, se solicitó también la
supresión del término «Federaciófi)~ en las candidaturas para el Senado.
a lo Que se accedió; esta petición sólo tiene sentido si quien la hace es
o se denomina federación, no en otro caso.

En conclusión, existen elementos de juicio suficientes para conside­
rar que la Entidad recurrente es una federación de partidos políticos, lo
que unido a la interpretación realizada del arto 46.7 de la LOREG,
conduce a estimar la petición de .amparo.

2. De la demanda y de la documentación que la acompaña resultan
los hechos que a continuación se consignan:

A) La coalición impugnante presentó ante la Junta Electoral
Provincial, el 27 de septiembre, solicitud de que se pidiera al partido
«Los Verdes Ecologistas» la rectificación de unos símbolos, letras y
denominación que, a su juicio, producían «una grave confusión electo­
rah). La Junta. en sesión celebrada el 28 de septiembre, tras comprobar
que la retenda solICItud se habia entregado tuera del pJazo establectdo
en el arto 47.2 de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen
Electoral General (LOREG, en adelante), acordó la improcedencia de
entrar a conocer del fondo de la cuestión planteada.

B) Publicada la candidatura de «Los Verdes Ecologistas» en el
«Boletín Oficial del Estado» del 30 de septiembre, la actora formuló, el
2 de octubre, recurso jurisdiccional contra el acto de proclamación de
aquéllas. invocando la vulneración de los arts. 6. 22 Y 23 de la C. E.,
además de los arts. 3.2 b) y 46.4 de la LOREG. En la Sentencia
desestimatoria del meritado recurso dice la Sala del TSJ de la Comuni­
dad Valenciana que el arto 46 de la LOREG «establece los requisitos que
debe reunir el escrito de presentación de cada candidatura y, entre ellos,
la realización con denominaciones, siglas o símbolos que no induzcan a
confusión con los pertenecientes a usados tradicionalmente por otros
partidos legalmente constituidos, disponiendo el art. 47 la publicación
de las candidaturas presentadas el VIgésimo segundo día posterior a la
convocatoria. a partir del cual se abre un período de dos días para que
las Juntas Electorales comuniquen a los representantes de las candidatu­
ras las irregularidades apreciadas de oficio o denunciadas por otros
representantes, al efecto de su subsanación en el plazo de cuarenta y
ocho horas. Por tanto, como la denuncia presentada por la coalición
recurrente contra la publicación de la candidatura "Verdes Ecologistas"
lo fue con posterioridad al plazo señalado en el apartado 2 es evidente
la imposibilidad legal de apertura del plazo de subsanación y. por tanto,
la de denegar la proclamación de la candidatura contra la que se
reCUITe)~.

C) Notificada esta Sentencia a las partes el- 6 de octubre y
presentado el día 8 recurso de amparo, acordó la Sala del TSJ de la
Comunidd Valenciana, por providencia del día JO, objeto de notifica­
ción en esa misma fecha, remitir las actuaciones y el expediente
administrtivo al Tribunal Constitucional, previo emplazamiento de las

Sala Segunda. Sentencia 169/1989, de 16 de octubre.
Recurso de amparo electoral 1.980/1989. Los Verdes~Lista
Verde contra Sentencia de la Sala de lo Contencioso.­
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de la
Comunidad Valenciana. Carencia de postulación procesal.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional compuesta por don
Francisco Rubio Llorente, Presidente; don Antonio Truyol Serra
don Eugenio. Díaz Eimil, don Migu~l Rodríguez·Piñero y Bravo-Ferrer:
don José LUIS de los Mozos y de los Mozos y don Alvaro Rodríguez
Bereijo, Magistrados, ha pronunciado

I. Antecedentes

1. El día 13 de los corrientes mes y año tuvo entrada un escrito
presentado ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superi~rde Justicia d~ la Comunidad Valenciana, remitido junto con las
actuacIOnes a este Tnbunal, por medio del cual don José Merlo LilIo
manifestaba interponer, en su calidad de representante de la Coalición
Electoral «Los Verdes-Lista Verde~~, recurso de amparo contra la
Sentencia de dicho Tribunal Superior núm. 910, del pasado 6 de
octubre, desestimatoria del recurso deducido frente al Acuerdo de la
Junta Electoral Provincial de Valencia, publicado en el «Boletín Oficial
del Estado» el 39 de septiemb~e anterior, de proclamación. junto con
otras! de la candidatura denommada «Los Verdes Ecologistas» para las
elecclOnes generales del próximo 29 de octubre.

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo electoral núm. 1.980/89, promovido por
don José Merlo Lillo, como representante de la Coalición Electoral «Los
Verdes-Lista Verde», contra la Sentencia de la Sala de lo Contencioso­
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad
Valenciana número 910, de fecha 6 de octubre de 1989. Ha intervenido
el Ministerio Fiscal y ha sido Ponente el Magistrado don Miguel
Rodriguez-Piñero y Bravo-Ferrer. quien expresa el parecer de la Sala.

requisitos, que, en cuanto afecte al ejercicio de derechos fundamentales,
posee dimensión constitucional, debe realizarse también según reiterada
doctrina de este Tribunal, en la forma más favorable al ejercicio de los
derechos. Partiendo de estos principios, nos encontramos ante un
problema de interpretación del arto 46.7 de la LOREG, al que ha dado
una respuesta la Junta Electoral Central, y que, como se ha señalado, no
ha sido exactamente objeto de otra lectura por la Junta Electoral
Provincial y por la Sala de lo Contencioso·Administrativo de Santa Cruz
de Tenerife, sino de una aplicación distinta por partir de un dato
diferente: que las Agrupaciones Independientes Canarias no eran una
Federación de Partidos (fundamentos jurídicos 3.° y 4-. o de la Sentencia
recurrida).

Así centrado el debate, hay que comenzar aceptando la interpreta­
ción extensiva por analogía realizada por la Junta Electoral Central del
arto 46.7 de la LOREG en el sentido de aplicarlo tanto a coaliciones
electorales como a federaciones de partidos. Esta interpretación no sólo
es la más favorable al ejercicio de los derechos y a la libertad de
asociación política; al mismo tiempo se adecúa a los principios del
propio sistema democrático en el que los partidos son instrumento
privilegiado de participación, Jo que, como ya se señalara en la STC
10/1983, se manifiesta en la presencia de las siglas del partido junto al
nombre de los candidatos.

7. En el presente caso, pues, el único problema es determinar si las
Agrupaciones Independientes de Canarias ha acreditado o no ser una.
federación de partidos.

Para contestar a esta cuestión debe comenzar señalándose que la
regulación de la inscripción de los partidos políticos en el Registro
correspondiente llevada a cabo por la Ley 54/1978, de 4 de diciembre,
de Partidos Políticos. desconoce totalmente la figura de la «federación
de partidos». Ello no significa que la federación de partidos sea una
figura jurídicamente inexistente o irrelevante; por el contrario, la
legislación posterior identifica, a diversos efectos, la figura de la
«federación de partidos» que. por ejemplo, se cita en el art. 20 de la
LOREG entre ia., . legitimadas para elevar consultas a las Juntas
Electorales, en el 43 de la misma Ley, como legitimada para concurrir
a las elecciones. etc.

La consecuencia de lo expuesto es que la certificación de inscripción
en el Registro de Partidos Políticos no puede ser el único instrumento
para detenninar la naturaleza jurídica de las Agrupaciones Independien­
tes Canarias. Si se acude a otros datos e instrumentos de interpretación
se puede concluir que. efectivamente, las Agrupaciones Independien~s


